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Al respecto debe decirse que la Corte Constitucional a partir de la Sentencia SU-975 de 2003, reiterada en la Sentencia T-292 de 2014, realizó una interpretación frente a los términos con que cuentan las entidades encargadas del tema pensional en Colombia para resolver de fondo las peticiones sobre ese tema, en donde señaló que el plazo máximo establecido para ese fin es de hasta 10 meses entre su reconocimiento y respectiva inclusión en nómina; y en el mismo sentido, el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011.

(…)

Atendiendo lo dicho hasta ahora, y aunque la regla general es que la acción de tutela no procede cuando existen otros mecanismos de defensa judicial al alcance de quien la invoca, lo cierto es que en algunos eventos se puede hacer una excepción a tal requisito, precisamente en casos como el presente, donde: i) la titular de los derechos es sujeto de especial protección constitucional, teniendo en cuenta su estado de invalidez, que la ubica en una condición de debilidad manifiesta; ii) existe una amenaza latente contra su prerrogativa fundamental al mínimo vital, dado que nos encontramos ante el caso de una persona que desde hace un buen tiempo ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, y que incluso a la hora de ahora se le siguen adeudando algunas incapacidades por parte de la entidad aquí accionada, pese a que fue declarara inválida desde el año 2014, pagos éstos que se constituirían en su fuente de ingresos para sufragar sus necesidades básicas y las de su familia, de manera que la no intervención del juez constitucional podría causarle un perjuicio irremediable.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, seis (06) julio de dos mil dieciocho (2018)

Hora: 7:30 a.m.
Aprobado por Acta No. 558 
	Radicación: 
	660013187002-2018-00022-01

	Procedencia: 
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y M. de Seguridad

	Accionante: 
	Olga Lucía Gallego Holguín

	Accionado: 
	Colpensiones

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante el cual decidió conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada por el apoderado judicial de la señora OLGA LUCÍA GALLEGO HOLGUÍN, en contra de esa entidad. 
ANTECEDENTES:

El abogado Jhon Jairo García Holguín, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora Olga Lucía Gallego Londoño, instauró acción de tutela en contra de Colpensiones, invocando los derechos fundamentales al mínimo vital y dignidad humana en favor de su representada. Los hechos según los cuales fundamentó el letrado su petición, se pueden relacionar así: 

· El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira profirió sentencia dentro de un proceso ordinario el 23 de septiembre de 2016, en dicho proveído le ordenó a Colpensiones el reconocimiento y pago de una pensión de invalidez en favor de la señora Olga Lucía Gallego Holguín, con su correspondiente retroactivo, así como el pago de unas incapacidades laborales que le adeudaban. Dicha decisión fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial el 21 de septiembre de 2017, al desatar la alzada promovida por Colpensiones. 

· El 29 de enero del año que transcurre, el apoderado radicó una petición en Colpensiones, con la cual solicitó que se diera cumplimiento a lo ordenado en la aludida sentencia judicial, pero hasta el momento de interposición de la presente acción, había sido posible obtener respuesta por parte de Colpensiones. 

PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados en precedencia solicitó la accionante que se amparen los derechos fundamentales de su mandante, y en consecuencia de ello, se ordene a Colpensiones que incluya en la nómina de pensionados a la señora Olga Lucía Gallego Holguín, con el correspondiente pago del retroactivo pensional, así como las costas judiciales e incapacidades ordenadas en la mencionada sentencia ordinaria laboral.  

TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 2 de mayo de 2018 en contra de Colpensiones. 
Posteriormente, profirió sentencia en las calendas del 11 de mayo del año que transcurre, por medio de la cual tuteló los derechos fundamentales al mínimo vital y a la dignidad humana, de los cuales es titular la señora Olga Lucía Gallego Holguín.

Para efectos de proferir una decisión en tal sentido, el Despacho de primer nivel enfatizó que la entidad demandada ha sido renuente en dar cumplimiento a los lineamientos que se le impusieron dentro del proceso ordinario laboral en el cual resultó vencida, pese a que en el mismo se le había concedido el término de un mes, contado a partir de la fecha en la cual se radicara la respectiva cuenta de cobro, para su materialización, término que ya transcurrió sin que hubiera sido posible obtener una respuesta positiva. 

También fueron considerados por el A quo aspectos relacionados con la procedencia de la acción tuitiva, encontrando que se cumplen los requisitos para su admisibilidad, pese a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial; ello, por cuanto la titular de los derechos reclamados, es una persona de especial protección constitucional, que ha culminado su vida laboral porque sus múltiples y graves patologías se lo han impedido. 
Así mismo, recalcó que el mecanismo del proceso ejecutivo no resultaría ser idóneo para obtener la materialización del derecho pensional reconocido judicialmente, y para explicar tal aserción, mencionó que los recursos del sistema pensional son inembargables, lo que haría inviable la imposición de cualquier medida cautelar en sede ordinaria, por lo que a pesar de la posibilidad de librar un mandamiento de pago en contra de Colpensiones, carecería de exigibilidad efectiva. Igualmente, refirió que los procesos ordinarios son tediosos y prolongados, por lo que no puede imponérsele a una persona que se encuentra incapacitada para trabajar, la espera de la culminación de un trámite ordinario, especialmente cuando lo que se pretende garantizar con la pensión es precisamente su subsistencia mínima y digna. 
La decisión fue objeto de impugnación por parte de Colpensiones. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

El día 21 de mayo de 2017, y encontrándose dentro del término legal, el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia. Su argumento principal radica en afirmar que se encuentra dentro del término para darle trámite a la petición deprecada por la parte accionante, toda vez que el parágrafo segundo de la Ley 1437 de 2011, señala que las condenas impuestas a las entidades públicas (entre las cuales está incluida Colpensiones), relacionadas con el pago de una suma de dinero, deben ser cumplidas en un término de hasta 10 meses; en ese orden de ideas, si la sentencia de la cual reclama la señora Gallego Holguín su cumplimiento se encuentra en firme desde el 21 de septiembre de 2017, no ha concluido el plazo con el que dicha entidad cuenta para hacerla efectiva.   

De acuerdo a lo anterior, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel y en su lugar se niegue la solicitud de amparo.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si, en efecto, la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, al no darle trámite al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez que le fue reconocida en sede ordinaria a la señora Olga Lucía Gallego Holguín, de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado; o si por el contrario, le asiste razón a la entidad impugnante en el sentido de que no hay transgresión alguna, por cuanto aún se encuentra dentro del término para resolver el asunto.  
3. Solución: 

Conforme con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares en los caso expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.

En el caso puesto en conocimiento de este Juez constitucional, la parte accionante pretende obtener un pronunciamiento de fondo con respecto a la petición que hiciera ante Colpensiones desde el 29 de enero del año que transcurre, en la que solicitó puntualmente el cumplimiento a lo ordenado en una sentencia judicial proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual se le condenó a esa entidad al reconocimiento de una pensión de invalidez en favor de la señora Olga Lucía Gallego Holguín, así como el pago de unas incapacidades que se le adeudan; en lo que a esto respecta, se puede observar a folio 13 del cuaderno principal que efectivamente la accionada recibió su solicitud en esa fecha, sin embargo, manifestó el apoderado judicial de la señora Olga Lucía que hasta ahora no ha recibido ningún tipo de pronunciamiento.
Al respecto debe decirse que la Corte Constitucional a partir de la Sentencia SU-975 de 2003, reiterada en la Sentencia T-292 de 2014, realizó una interpretación frente a los términos con que cuentan las entidades encargadas del tema pensional en Colombia para resolver de fondo las peticiones sobre ese tema, en donde señaló que el plazo máximo establecido para ese fin es de hasta 10 meses entre su reconocimiento y respectiva inclusión en nómina; y en el mismo sentido, el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, expresó textualmente que: “…Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada…”.

A pesar de lo anterior, lo que se puede observar con claridad en este asunto es que, como acertada y fundadamente lo expuso el Juez de primer nivel, en la sentencia judicial por medio de cual se determinó que la señora Olga Lucía Gallego Holguín tiene el derecho a que se le reconozca su pensión de invalidez, la Juez de la causa señaló expresamente el plazo en el cual debería materializarse la inclusión en nómina y el pago del retroactivo y las incapacidades adeudadas, plazo que vencía un mes después de la presentación de la cuenta de cobro, esto es, desde el 29 de enero del año que avanza; decisión ésta que fue proferida por un Juez natural, después de hacer un análisis probatorio del caso concreto y de las circunstancias específicas que eventualmente ameritaban la imposición de un plazo más corto para su materialización, y cuya legalidad fue verificada además por la Sala Laboral del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, avalando en su totalidad el mentado proveído, como se puede observar claramente en la información que reposa en el expediente.   
En ese orden de ideas, se puede afirmar que en lo relacionado con el término que tenía Colpensiones para dar cumplimiento a las referidas órdenes, éste se encuentra vencido conforme al plazo impuesto en la sentencia ordinaria laboral ya conocida, aspecto que no puede ser discutido en este escenario en una especie de tercera instancia, máxime cuando la misma se encuentra debidamente ejecutoriada desde hace aproximadamente 8 meses.
Atendiendo lo dicho hasta ahora, y aunque la regla general es que la acción de tutela no procede cuando existen otros mecanismos de defensa judicial al alcance de quien la invoca, lo cierto es que en algunos eventos se puede hacer una excepción a tal requisito, precisamente en casos como el presente, donde: i) la titular de los derechos es sujeto de especial protección constitucional, teniendo en cuenta su estado de invalidez, que la ubica en una condición de debilidad manifiesta; ii) existe una amenaza latente contra su prerrogativa fundamental al mínimo vital, dado que nos encontramos ante el caso de una persona que desde hace un buen tiempo ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, y que incluso a la hora de ahora se le siguen adeudando algunas incapacidades por parte de la entidad aquí accionada, pese a que fue declarara inválida desde el año 2014, pagos éstos que se constituirían en su fuente de ingresos para sufragar sus necesidades básicas y las de su familia, de manera que la no intervención del juez constitucional podría causarle un perjuicio irremediable.  
Entonces, considerando el panorama en que nos encontramos, la Colegiatura anuncia que convalidará la decisión de primer grado, toda vez que se considera ajustada a los parámetros constitucionales aplicables, y además estuvo precedida de un acucioso análisis de las pruebas arrimadas al expediente.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 11 de mayo de 2018, con ocasión de la acción de tutela promovida por el apoderado judicial de la señora OLGA LUCÍA GALLEGO HOLGUÍN. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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